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En diciembre de 2020 se publicó la Directiva Europea 2020/2184, relativa a la calidad
de las aguas destinadas al consumo humano, la cual constituye la nueva Directiva de
Agua Potable (DAP). La nueva Directiva adopta un enfoque de gestión del riesgo en la
protección de la calidad de las aguas para consumo humano y, aun conservando en su
denominación la referencia a “la calidad de las aguas destinadas al consumo humano”,
amplía sus contenidos e incorpora en su artículo 1 objetivos más complejos, en concreto
el de la mejora de la accesibilidad al agua potable. En este sentido, la DAP hace
importantes avances respecto de la situación anterior pero no acaba de incorporar con
rotundidad las implicaciones del DHAS. 

Al referirse al acceso al agua, es decir a la accesibilidad, la revisión incide de manera
especial en colectivos vulnerables desde una perspectiva étnica, cultural, de situación
socioeconómica colectiva. Respecto a la gobernanza y la participación pública, la
revisión de la Directiva, contiene avances importantes, referidos a información,
transparencia, rendición de cuentas y acceso a la justicia, con referencia expresa al
convenio de Aarhus, aunque se queda lejos de los planteamientos vigentes en el
movimiento por el agua pública debatidos en el estado español. 

Por otra parte, el proceso de revisión de la DAP ha quedado al margen del debate sobre
la prevalencia del modelo de gestión pública directa, de la resistencia a procesos de
privatización y de impulso de experiencias de remunicipalización que constituyen el eje
del movimiento social por el Agua Pública en España y en el conjunto de Europa.

El proceso de transposición de la DAP abre la posibilidad de concreción, profundización y
contextualización de manera adecuada, tal como las necesidades y demandas de la
sociedad lo exigen en el caso del Estado español. Sin embargo se han identificado
importantes carencias como la ausencia de definición de “Zona de captación”, definición
que debería estar relacionada con el enfoque de gestión de riesgo de la Directiva; la
insuficiente coordinación entre las administraciones públicas en el establecimiento y
gestión de los perímetros de protección; no se establece la obligatoriedad de establecer
perímetros de protección para todas las captaciones de agua para uso humano y,
finalmente, el decreto no recoge el artículo 23 de la directiva, que establece la obligación
de establecer un régimen de sanciones aplicables a cualquier infracción de las
disposiciones nacionales adoptadas al amparo de la Directiva, sanciones que deben ser
efectivas, proporcionadas y disuasorias.

Resumen
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La Directiva 98/83/CE del Consejo, relativa a la calidad de las aguas destinadas al
consumo humano (DWD, en sus siglas en inglés), al igual que su antecesora la Directiva
80/778/CEE, se diseñaron específicamente para proteger a la población de los efectos
del consumo de agua contaminada. En el comienzo del proceso de revisión de esta
directiva, en 2014, la Comisión valoró que en general su aplicación ha sido relativamente
buena, pero que su enfoque de control de la calidad en el punto de consumo (“a final de
tubería”) se basa en parámetros obsoletos, definidos hacía más de veinte años y que
ignoraban las condiciones de las masas de agua de las que procede el suministro. Se
trataba de un enfoque totalmente superado por los planteamientos ecosistémicos
introducidos por la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 23
de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el
ámbito de la política de aguas (DMA). 

A lo anterior se añade la adopción por la CE de la Iniciativa Ciudadana Right2Water,
relativa al derecho al agua y al saneamiento como derecho humano. La combinación de
estos procesos de cambio hace que la nueva Directiva, aun conservando en su
denominación la referencia a “la calidad de las aguas destinadas al consumo humano”,
amplíe profundamente sus contenidos e incorpore taxativamente en su artículo 1
objetivos más complejos: “La presente Directiva tiene por objeto proteger la salud de las
personas de los efectos adversos derivados de cualquier tipo de contaminación de las
aguas destinadas al consumo humano garantizando su salubridad y limpieza, y mejorar
el acceso a las aguas destinadas al consumo humano.” 

El proceso de revisión y reforma de la normativa europea, culminado en 2020, que ha
dado lugar a la nueva Directiva, ha suscitado muchos debates sobre la profundidad de los
cambios que estos nuevos planteamientos sanitarios, ecológicos y sociales implicaban y
sobre la medida en que tales cambios constituyen un avance para garantizar los
derechos humanos al agua y al saneamiento y para asegurar la protección de las fuentes
de agua para abastecimiento a través del nuevo enfoque, basado en la gestión de riesgos
de todo el ciclo de abastecimiento humano, desde la captación en los ecosistemas
hídricos hasta su uso en el ámbito domiciliario.

En este sentido, es importante explorar las oportunidades que la nueva directiva de Agua
Potable puede brindar para una mayor protección de los ecosistemas que se utilizan
como fuente de agua para abastecimiento humano, así como el grado en que tales
oportunidades son recogidas y ampliadas en la transposición a la normativa española de
dicha Directiva europea. 

Introducción y objetivos1.
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Analizar el proceso de revisión de la Directiva de Agua Potable y la forma en que los
ejes centrales de la misma han ido evolucionando a lo largo del proceso de revisión
de dicha Directiva.

Explorar las principales innovaciones de la nueva Directiva de Agua Potable.

Analizar la transposición de la nueva Directiva de Agua Potable a la normativa
española, así como las oportunidades y limitaciones de dicha transposición como
herramienta para contribuir a la conservación y mejora de los ecosistemas hídricos
que constituyen fuentes de captación de agua para el abastecimiento humano, en el
marco del cambio climático en marcha.

Objetivos específicos
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Recopilación y análisis de la documentación sobre el proceso de revisión de la
Directiva de Agua Potable, así como la posición de las distintas partes interesadas en
torno a dicho proceso de revisión.

Análisis de la documentación disponible relativa a la transposición de la Directiva de
Agua Potable a la normativa española (borradores y documentos finales de dicha
transposición, documentos de posición de distintos actores y otros documentos
relacionados).

Valoración de las oportunidades y limitaciones que ofrece la transposición de la
Directiva de Agua Potable para contribuir a la mejora del estado de conservación de
los ecosistemas hídricos utilizados para las captaciones de agua para abastecimiento
humano.

Aportación de un avance con los principales resultados del proyecto en relación con
la protección de las fuentes de abastecimiento frente a la contaminación por nitratos
de origen agrario, en la reunión presencial del Consejo Nacional del Agua, celebrado
en Madrid el 25 de octubre de 2021.

Validación colaborativa de las principales conclusiones del proyecto en relación con
la protección de las fuentes de abastecimiento de origen subterráneo frente a la
contaminación de origen minero. Dicha validación colaborativa se realizó a través de
un taller participativo virtual a través de la plataforma Zoom, celebrado el 2 de
noviembre de 2021.

Elaboración del informe final.

Se han llevado a cabo las siguientes fases metodológicas:

2. Metodología y actividades realizadas
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Entre junio y septiembre de 2014 la Comisión Europea mantuvo una Consulta Pública
acerca de la Directiva de Agua Potable y sobre los aspectos que necesitarían mejora
y sobre las nuevas cuestiones que deberían ser incorporadas. En concreto la consulta
consitió en un cuestionario en línea sobre “la posible batería de acciones que podrían
adoptarse en orden a mejorar el abastecimiento de agua potable de alta calidad”.

En septiembre de 2014 y octubre de 2015, la Comisión mantuvo reuniones con las
partes interesadas para tratar los aspectos relativos a la transparencia y la
evaluación comparativa (Stakeholder meetings on benchmarking of water quality
and services, en noviembre de 2014 y octubre de 2015).

En Junio de 2015 se publicó el Roadmap del proceso de evaluación de la Directiva de
Agua Potable, o Fitness Check.

En octubre de 2015 se modificaron los anexos II y III de la Directiva 98/83/CE del
Consejo, relativa a la calidad de las aguas destinadas al consumo humano. Estos
anexos se refieren a los objetivos, parámetros y frecuencias del control de la calidad
del agua.

Se llevaron a cabo consultas públicas focalizadas. En concreto se celebraron tres
conferencias de “consulta pública focalizada” de partes interesadas (autoridades
nacionales y regionales, representantes de la industria, empresas y asociaciones
empresariales y expertos, entre otros): en mayo de 2015 para la evaluación REFIT
(Regulatory Fitness and Performance programme) (Programa de análisis sobre la
adecuación y eficacia), en diciembre de 2015 para la evaluación de impacto (Specific
stakeholder conference on the impact assessment options), y en septiembre de 2016
sobre la revisión de parámetros, co-organizada con la Organización Mundial de la
Salud (OMS-WHO).

El Inception Impact Assessment fue sometido a exposición pública el 28 de febrero
de 2017, en el que se dio un mes de plazo para formular observaciones sobre el
documento.

3.1. La transposición de la Directiva Europea de Agua Potable

3.1.1. El proceso de revisión de la Directiva Europea de Agua Potable

Los hitos principales en el proceso de discusión y aprobación final de la Directiva son los
siguientes:

 

3. Resultados
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En paralelo, en febrero de 2018 la Comisión culminó su “Propuesta de Directiva del
Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la calidad de las aguas destinadas al
consumo humano (versión refundida)”.

En octubre de 2018 el Parlamento aprobó un conjunto de enmiendas a las
propuestas de la Comisión de cara a la revisión de la Directiva Europea de Agua
Potable, las cuales incluyen entre otros aspectos el refuerzo, en el artículo 13, de la
cuestión de la accesibilidad al agua para abastecimiento.

En febrero de 2019 el Consejo Europeo hizo pública su visión de la propuesta de
Directiva que, entre otras cosas, deja claro la existencia de importantes divergencia
entre los Estados Miembros respecto a la conveniencia de regular la accesibilidad al
agua para abastecimiento en la Directiva, existiendo Estados Miembros que apoyan
dicha regulación, mientras que otros se muestran contrarios a la inclusión de dicho
tema en la futura Directiva.

El 7 de octubre de 2020 el Consejo Europeo dio a conocer la “Posición del Consejo
en primera lectura de cara a la adopción de una Directiva Europea sobre la calidad
del agua para consumo humano”.

Finalmente, se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea la Directiva Europea
2020/2184, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2020,
relativa a la calidad de las aguas destinadas al consumo humano (versión refundida),
la cual constituye la nueva Directiva de Agua Potable (DAP).

La Asociación Europea de Operadores Públicos de Agua, “Aqua Pública Europea”
(APE), ha venido siguiendo todo el proceso de evaluación y revisión de la Directiva de
Agua Potable (DAP) desde el inicio del proceso, llevando a cabo, entre otras
iniciativas, análisis comparativos de las propuestas de la Comisión Europea y de las
enmiendas aprobadas por el Parlamento Europeo de cara a la revisión de la Directiva
de Agua Potable, así como elaboración de aportaciones y documentos de posición.
Así por ejemplo, en enero de 2016 APE ya señaló su apoyo a una visión más integral
de la protección de la calidad del agua para abastecimiento y destacó la necesidad de
incorporar aspectos relativos a la transparencia, la  participación y cuestiones
sociales relativas a la accesibilidad y la asequibilidad en el abastecimiento humano. 

Los movimientos sociales y ciudadanos implicados en el Derecho Humano al Agua y al
Saneamiento y en la defensa de la gestión pública directa de los servicios de
abastecimiento humano se implicaron activamente en las discusiones en torno a los
diferentes borradores y propuestas de revisión de la Directiva de Agua Potable. Cabe
señalar, entre otras, las siguientes iniciativas y posicionamientos de la sociedad civil en
torno a la revisión de esta importante Directiva:
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En enero de 2018 el European Water Movement, EWM
(http://europeanwater.org/es/) hizo pública su valoración acerca de que la Comisión
europea decepciona a los ciudadanos que han apoyado la Iniciativa para el derecho al
agua. En Mayo de 2020, el EWM hizo pública una Carta Abierta dirigida al Consejo y
al Parlamento Europeo, titulada “Open Letter on the Drinking Water Directive and
the Right to Water”. En dicha carta el European Water Movement critica que el
borrador de revisión de dicha Directiva no recoja el Derecho Humano al Agua y al
Saneamiento, aprobado por Naciones Unidas en 2010 y pide al Parlamento Europeo
que, en consecuencia, vote en contra de dicho borrador de Directiva.

La adopción por la CE de la Iniciativa Ciudadana Right2Water «El derecho al agua y el
saneamiento como derecho humano. ¡El agua no es un bien comercial sino un bien
público!» (Comunicación de la CE de 19 de marzo de 2014) constituyó un importante
paso adelante y, de hecho, la evaluación de la Directiva de Agua Potable (DAP) es
una medida que deriva de forma directa de la primera Iniciativa Ciudadana Europea
(European Citizens’ Initiative, ECI) exitosa, denominada “Right2Water -Water and
sanitation are a human right! Water is a public good, not a commodity!”. 

La Iniciativa Right2Water instaba a la revisión de la Directiva de agua potable (DAP)
en el sentido de incluir la obligación de que las instituciones comunitarias y los
Estados miembros velen por que todos los ciudadanos puedan ejercer los Derechos
Humanos al Abastecimiento y Saneamiento (DHAS), reforzando así las posiciones
partidarias de que el abastecimiento de agua no se rija por las normas del mercado
interior y quede fuera del proceso de liberalización. Estos objetivos además, están en
sintonía con la Agenda 2030, y en concreto con el Objetivo de Desarrollo Sostenible
(ODS) nº6 y la meta asociada de “lograr el acceso universal y equitativo al agua
potable a un precio asequible para todos”, adoptados por NNUU en 2015. 

La combinación de estos procesos de cambio hace que la nueva Directiva, aun
conservando en su denominación la referencia a “la calidad de las aguas destinadas
al consumo humano”, amplíe profundamente sus contenidos e incorpore
taxativamente en su artículo 1 objetivos más complejos: “La presente Directiva tiene
por objeto proteger la salud de las personas de los efectos adversos derivados de
cualquier tipo de contaminación de las aguas destinadas al consumo humano
garantizando
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En febrero de 2018 APE dio la bienvenida a la propuesta de revisión de la Directiva
elaborada por la Comisión, pero alertó de que dicha propuesta necesita reforzar los
aspectos sociales y de gobernanza, junto a distintas limitaciones técnicas. En
noviembre de 2018 APE reaccionó igualmente a las enmiendas del Parlamento
Europeo, en un documento de análisis y posición en el que valora positivamente que
el Parlamento Europeo incorporara una parte significativa de las propuestas de APE
para dicha revisión de la Directiva.



3.1.2.Transposición de la Directiva Europea de Agua Potable a la
normativa española. Oportunidades y retos pendientes

La revisión de la Directiva de Agua Potable se ha seguido con mucha atención en España
por parte de los distintos sectores implicados, incluyendo los operadores de agua para
abastecimiento y la sociedad civil. Así por ejemplo, en junio de 2018 un total de once
organizaciones de la sociedad civil dirigieron una carta a la Ministra de Transición
Ecológica para solicitar su apoyo a la inclusión del Derecho Humano al Agua y al
Saneamiento en la revisión de la Directiva. 

En febrero de 2021 se abrió a consulta pública la propuesta de proyecto de “Real
Decreto por el que se establecen los criterios técnico sanitarios del suministro y control
de la calidad del agua de consumo” (en adelante, Decreto). Este Decreto es el
instrumento que ha de transponer la Directiva comunitaria sobre calidad del agua para
consumo humano, o Directiva de Agua Potable (DAP). En dicha consulta se dieron a
conocer las líneas generales sobre los problemas a solucionar y los objetivos de la nueva
norma. De acuerdo con la ficha de consulta pública, tales objetivos son los siguientes:

1- Transponer a la legislación interna la DIRECTIVA (UE) 2020/2184 DEL PARLAMENTO
EUROPEO Y DEL CONSEJO de 16 de diciembre de 2020 relativa a la calidad de las aguas
destinadas al consumo humano (versión refundida).

2- Establecer el marco legal para proteger la salud humana de los efectos adversos de
cualquier contaminación del agua de consumo humano al garantizar que sea salubre y
limpia; así como mejorar el acceso a dicha agua para todos los españoles. 

3- Establecer los criterios técnicos sanitarios que debe cumplir el suministro y calidad
del agua de consumo y las instalaciones que permitan su distribución desde las masas de
agua hasta el grifo del consumidor y el control de estas, garantizando su mejor acceso,
salubridad, calidad y limpieza, con el fin de proteger la salud de las personas de los
efectos adversos derivados de cualquier tipo de contaminación, minimizando las no
conformidades detectadas, evaluando precozmente los riesgos asociados e informando a
la población en los casos donde pudiera peligrar su salud.

En abril de 2021 se dio a conocer el borrador de dicho “Real Decreto por el que se
establecen los criterios técnico sanitarios del suministro y control de la calidad del agua
de consumo”. El borrador de Decreto se articula en 12 capítulos que recogen un total de
65 artículos, además de disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y finales. El
Decreto incluye además un total de 10 Anexos.

 

9

garantizando su salubridad y limpieza, y mejorar el acceso a las aguas destinadas al
consumo humano.” 



El proceso de transposición de la DAP al respectivo ordenamiento jurídico nacional,
cuyos contenidos se dieron a conocer con el borrador de Decreto señalado, abre la
posibilidad de concreción, profundización y contextualización de manera adecuada, tal
como las necesidades y demandas de la sociedad lo exigen en el caso del Estado español.
Se ha criticado en algunos casos la falta de naturaleza normativa precisa y de aplicación
general de algunas de las determinaciones de la DAP, en función del principio de
subsidiariedad establecido en el artículo 5 del Tratado de la UE, que se menciona tres
veces en el texto. Este mismo principio, concretado en las decenas de ocasiones que la
DAP se refiere a los “Estados miembros” como sujetos activos del desarrollo y aplicación
de la nueva normativa, proporciona grandes potencialidades al proceso de transposición,
algunas de las cuales mencionamos a continuación sin ánimo de exhaustividad.

En definitiva, la nueva Directiva abre importantes posibilidades y obligaciones al proceso
de transposición, que se beneficia del amplio margen de maniobra normativa por parte
de los Estados miembros en todos ellos. A continuación se analizan las oportunidades,
limitaciones y retos que la nueva Directiva ofrece para una transposición de la misma
que avance en las principales cuestiones implicadas. A continuación se presenta un
análisis y valoración de tales oportunidades y limitaciones en los diferentes aspectos
considerados.

Aspectos sanitarios

En aspectos sanitarios, en los casos en que sea necesario para proteger la salud humana
en sus territorios respectivos, debe exigirse a los Estados miembros que fijen valores
para parámetros adicionales a los incluidos en el anexo I, basados en el principio de
cautela. Pero lo que es más novedoso y complejo, en los nuevos enfoques relacionados
con la gestión del riesgo en origen, los Estados miembros deben caracterizar las zonas
de captación de los puntos de extracción y detectar los peligros y eventos peligrosos que
podrían causar el deterioro de la calidad del agua, por ejemplo, las posibles fuentes de
contaminación ligadas a estas zonas de captación. 

Esta obligación de los Estados se debe materializar en los procesos de planificación de
demarcaciones hidrográficas que, en conformidad con la DMA, ha entrado ya en su tercer
ciclo de planificación. Efectivamente, como establece el considerando 18, la Directiva
2000/60/CE exige a los Estados miembros que especifiquen las masas de agua
utilizadas para la captación de aguas destinadas al consumo humano, hagan un control
de estas masas de agua y adopten las medidas necesarias para evitar el deterioro de su
calidad a fin de reducir el nivel del tratamiento de purificación necesario para la
producción de aguas aptas para el consumo humano. 

En este aspecto en España es esencial mejorar la coordinación entre las autoridades
competentes en tres materias: en materia de sanidad en el ámbito estatal y autonómico
y las autoridades competentes en planificación y gestión del agua, de manera que se
ident
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identifiquen adecuadamente todos los puntos de captación, se incorporen en el registro
de las zonas protegidas de los planes hidrológicos de demarcación; y entre las
autoridades competentes en planificación y gestión del agua y las competentes en
planificación territorial, agraria y urbanística, de manera que los planes hidrológicos
incorporen las medidas necesarias para disminuir el riesgo de contaminación de las
zonas de captación.

Sistemas de distribución domiciliaria

En la evaluación del riesgo de los sistemas de distribución domiciliaria debe incluir, como
indica el considerando 19, entre otros aspectos, una atención central al control de locales
prioritarios determinados por los Estados miembros, como hospitales, instituciones
sanitarias, residencias de ancianos, guarderías, escuelas, instituciones educativas,
edificios en los que se ofrecen servicios de alojamiento, restaurantes, bares, centros
deportivos y comerciales, centros de exposiciones, de recreo y ocio, centros
penitenciarios y zonas de acampada, y una evaluación de los riesgos derivados de los
sistemas de distribución domiciliaria y de los productos y materiales relacionados.

Derecho Humano al Agua y al Saneamiento. Accesibilidad y Asequibilidad

El nuevo artículo dedicado al Acceso al agua destinada al consumo humano (el artículo
16, que durante el proceso de ‘trialogo’ ha sido el artículo 13) ha ocupado un lugar central
en los debates. La propuesta aprobada por el Parlamento Europeo en octubre de 2018
recogió la obligación para los Estados miembros de adoptar las medidas necesarias
“para mejorar el acceso universal de todos a las aguas destinadas al consumo humano y
promover su uso en su territorio”. Estas medidas incluyen “identificar a las personas sin
acceso o con acceso limitado al agua destinada al consumo humano, incluidos los grupos
vulnerables y marginados, y las causas de esa falta de acceso”, así como la adopción de
medidas necesarias para garantizar el acceso al agua potable para estos grupos, como
“instalar y mantener equipos de exterior e interior, incluidos los puntos de
abastecimiento, para el acceso gratuito al agua destinada al consumo humano en los
espacios públicos”. 

El artículo 16, incorporado en la versión refundida finalmente aprobada, no garantiza el
acceso a la red de suministro en el domicilio, ni menciona la prohibición o regulación de
los cortes del suministro. Por su parte, con respecto al saneamiento, la directiva no se
refiere de manera expresa a él: hay que tener en cuenta que el vertido es objeto de otra
directiva específica, la Directiva de tratamiento de aguas residuales urbanas (Directiva
91/271/CEE).

Es de destacar que al referirse al acceso al agua, es decir a la accesibilidad, la revisión
incide de manera especial en colectivos vulnerables desde una perspectiva étnica,
cultural, de situación socioeconómica colectiva. La primera propuesta de la Comisión 
 definia
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definía a los grupos vulnerables y marginales, como “las personas aisladas de la
sociedad, debido a la discriminación o a la falta de acceso a derechos, recursos u
oportunidades, y que, con respecto al resto de la sociedad, están más expuestas a una
serie de posibles riesgos relacionados con su salud, seguridad, falta de educación,
implicación en prácticas perniciosas u otros riesgos”. 

En la versión final se dice que “Sin perjuicio del derecho de los Estados miembros a
definir los grupos, sería importante que estos grupos incluyan a los refugiados, las
comunidades nómadas, las personas sin hogar y las culturas minoritarias como los
gitanos e itinerantes, sean sedentarios o no” (Considerando 35), o “… el acceso de
colectivos vulnerables y marginados tal como los determinen los Estados miembro”
(artículo 16.1), con lo que se abre un espacio a la profundización contextualizada también
en este importante tema que afecta de manera lacerante a grandes sectores de
trabajadores agrícolas temporeros de las zonas de agricultura más intensiva y
productiva del país, en las que a lo largo de la pandemia no se ha logrado siquiera
establecer esos “… sistemas de suministro alternativos, por ejemplo, dispositivos de
tratamiento individuales, el suministro de agua mediante depósitos, como, por ejemplo,
camiones y cisternas, y la instalación de las infraestructuras necesarias para los
campamentos” (Considerando 35). 

En este sentido, la atención de la DAP a los problemas de disponibilidad y accesibilidad
por carencia o deficiencia de infraestructuras que afecta a colectivos sociales o étnicos
territorialmente definidos, debe de contribuir a la incorporación de este enfoque de
manera explícita en nuestro país. 

En el proceso de revisión de la DAP, sin embargo, y en el texto final, aunque se reitera la
vinculación con la Iniciativa Right2Water, nunca se menciona el concepto de derecho
humano al agua, ni el reconocimiento por Naciones Unidas de este derecho en el año
2010, sino que se habla exclusivamente de las condiciones (acceso/accesibilidad,
asequibilidad, equidad) del acceso al agua de consumo humano y de los objetivos de
desarrollo del milenio (ODS). Los defensores europeos del agua pública, representados
por Aqua Publica Europa (APE) y el Movimiento Europea del Agua (EWM) tuvieron que
hacer grandes esfuerzos a lo largo de 2018 y principios de 2019 para evitar que los
planteamientos referentes al DHAS fueran más severamente recortados a lo largo del
complejo proceso de tramitación (Comisión, Consejo y Parlamento europeos).

Con respecto a la asequibilidad, toda la política de tarificación del agua en la Unión
Europea debe tomar en consideración, de acuerdo con la DMA, los principios de la
recuperación de costes y de quien contamina paga. Sin embargo, de manera reiterada en
la documentación de la revisión de la DAP se señala que “estos principios no impiden que
los estados miembros adopten tarifas sociales o medidas que protejan a las poblaciones
que se encuentren en una situación socioeconómica desfavorable, además de las
medidas previstas en el nuevo artículo 13 [finalmente 16] de la presente Directiva”. Este
comp
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compromiso está en consonancia con el ODS nº 6 y la meta asociada de «lograr el acceso
universal y equitativo al agua potable a un precio asequible para todos». 

También en este caso, se abre un gran espacio de concreción al proceso de
transposición: la responsabilidad principal en la actuación consecutiva y la revisión a
escala nacional, regional y mundial de los avances para lograr dichos objetivos recae en
los Estados miembro. “Los Estados miembros podrían servirse de los documentos de
orientación elaborados en el ámbito de competencia de dicho Protocolo [de 1992, sobre
el agua y la salud de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas (CEPE)
y la Oficina Regional para Europa de la OMS], para evaluar el contexto de actuación y la
situación de partida en relación con el acceso al agua y definir las medidas necesarias
para mejorar el acceso equitativo para todos al agua destinada al consumo humano
(considerando 34).

En realidad, la accesibilidad al agua, la sostenibilidad financiera y la eficiencia en el uso
del agua deben abordarse en conjunto. Los problemas de acceso (físico) al agua para las
personas vulnerables y la asequibilidad de los servicios de agua no se pueden separar, ya
que puede ocurrir que una persona pueda tener acceso físico pero no pueda pagar el
servicio. Al mismo tiempo, la accesibilidad y la asequibilidad no se pueden abordar sin
considerar la financiación sostenible de los servicios de agua y el papel de la tarificación
en la promoción de la eficiencia del agua. Por lo tanto, la trasposición debe abordar estos
principios juntos, ya que la realización de un principio puede tener efectos sobre los
demás, y esta interacción debe considerarse de manera integral.

Marco institucional y gobernanza

Para realizar con éxito las medidas previstas, la aplicación de la Directiva debe estar
respaldada por un marco institucional y normativo sólido, que garantice la coordinación
de todas las partes interesadas y asigne claramente responsabilidades a los actores, así
como autoridad y competencia (incluidas las financieras) para realizar las acciones
necesarias. La introducción del enfoque basado en riesgos como un medio para
garantizar la calidad del agua, así como la clara distinción entre las fases del proceso de
suministro de agua potable (extracción, suministro, distribución) son aportaciones
importantes de la nueva Directiva. Este enfoque favorece soluciones rentables y flexibles
que se adapten a las características locales, da más presencia a las entidades
responsables de los sistemas de gestión del agua nacionales y regionales, y se conecta
adecuadamente con las medidas preventivas de la DMA. 

Las medidas de control para gestionar los riesgos de las cuencas hidrográficas deben
estar respaldadas por un marco de gobernanza claro. En el Estado español los
operadores del agua no tienen competencias para intervenir en las masas de origen de
los recursos. Sin embargo, pudiera ser que la responsabilidad de implementar la
evaluación de riesgos y proponer medidas de prevención o mitigación acabe recayendo,
al
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al menos parcialmente, en los operadores del agua. En este aspecto hay elementos
relacionados con los usos del suelo para la protección de los recursos hídricos que deben
de tomarse en consideración y que el proceso de transposición debe abordar. 

Respecto a la gobernanza y la participación pública, la revisión de la Directiva, contiene
avances importantes, referidos a información, transparencia, rendición de cuentas y
acceso a la justicia, con referencia expresa al convenio de Aarhus, aunque se queda lejos
de los planteamientos vigentes en el movimiento por el agua pública debatidos en el
estado español. Por una parte, es importante la concreción de una lista de temas
(artículo 14 del texto inicial que pasa al 17 en la versión refundida y Anexo IV Información
al público) sobre los que, como mínimo y de manera obligatoria, todos los operadores
europeos deben de ofrecer información, con actualización anual, tanto de manera directa
al usuario (recibos u otros métodos), como en la página de internet correspondiente. 

En el Anexo IV se incluye la obligación de informaciones importantes como: a) el
rendimiento global del sistema de agua en términos de eficiencia y los índices de fugas;
b) la estructura de propiedad del suministro de agua por parte del suministrador de agua;
c) en caso de que los costes se recuperen mediante un sistema de tarificación,
información sobre la estructura de la tarifa por metro cúbico de agua, incluidos los
costes fijos y variables y los costes relacionados con las medidas previstas en el artículo
16 [tarifas sociales, etc.], en caso de que los suministradores de agua las hayan adoptado;
d) resumen y estadísticas relativas a las reclamaciones de los consumidores recibidas
por los suministradores de agua sobre cuestiones comprendidas en el ámbito de la
presente Directiva; 8) datos históricos de hasta diez años de antigüedad a efectos de la
información mencionada en los puntos 2 y 3.

Se echan en falta, sin embargo, algunos temas que se deberían incorporar en el marco
jurídico español por ser de especial relevancia y objeto de preocupación social en el
contexto español. Por ejemplo, no se garantiza nada sobre la información acerca de las
condiciones contractuales que vinculan al operador del servicio con la administración
responsable del agua; tampoco hay requisitos para la información sobre los flujos
financieros (como la distribución de beneficios, pago de dividendos, honorarios de
gestión). 

Por otra parte, respecto de la participación propiamente dicha en los procesos de
decisión y específicamente en la elaboración de los instrumentos de planificación, el
borrador de la revisión, aunque menciona como marco de referencia los contenidos del
tratado de Aarhus, no dice nada concreto. Es significativo que entre las Opciones
políticas que se manejaron en el proceso de consulta (2014-2015) se incluía una (Policy
option 5.4. Governance: Responsible consumers) que proponía, por un lado, la
constitución, a escala local (servicios de abastecimiento), de consejos específicos de
consumidores (specific consumer board) para supervisar el funcionamiento y discutir
decisiones con impacto sobre los consumidores, combinados con la implicación de
representantes 
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representantes de los consumidores en el consejo de administración de la compañía. 

Por otro, a escala nacional, la constitución de una asociación de consumidores para
transmitir información a los consumidores, aportando asesoramiento a las políticas
relacionadas con el abastecimiento, y apoyando a los consumidores en sus relaciones
con los servicios de agua concretos. Todo esto, excluido de la fase de Evaluación de
impacto, desapareció del borrador inicial. En estos temas también, la transposición al
marco jurídico español tiene importantes márgenes de mejora, en sintonía con esas
propuestas hechas en el proceso de consulta y con el abundante trabajo realizado en
esta materia por las organizaciones integradas en la Red de Agua Pública (RAP), que
vienen haciendo detalladas propuestas de modelos e instrumentos concretos de
participación pública en la gestión del ciclo urbano del agua. 

También debería afrontarse el grave problema de las fuentes puntuales y difusas de
contaminación mediante una aplicación más rigurosa del principio de que quien
contamina paga. Del mismo modo, los contenidos sobre el riesgo de distribución a escala
doméstica abren cuestiones sobre responsabilidades de gestión y reducción del riesgo,
que habrá que abordar en el proceso de trasposición.

Finalmente, el proceso de revisión de la DAP ha quedado al margen del debate sobre la
prevalencia del modelo de gestión pública directa, de la resistencia a procesos de
privatización y de impulso de experiencias de remunicipalización que constituyen el eje
del movimiento social por el Agua Pública en España y en el conjunto de Europa. Aquí
también, reconociendo, como en todos los demás temas, las constricciones del marco
jurídico e institucional general, hay un recorrido posible para una transposición que
quiera avanzar en la línea de lo que la racionalidad, el interés público y las experiencia
más reciente en tiempos de pandemia muestran: la preferencia o prevalencia de un
sistema de gestión público de un bien común, imprescindible, insustituible,
institucionalizado con Derecho Humano (Heller, 2020) y gestionado, necesariamente, en
régimen de monopolio físico. 

Por todo esto, la valoración de la nueva DAP no puede ser simple y remite a la gran
importancia que tendrá el proceso de transposición: la DAP hace importantes avances
respecto de la situación anterior pero no acaba de incorporar con rotundidad las
implicaciones del DHAS. Como expresan las palabras de Jan W. Goudriaan, Secretario
General de la Federación Sindical Europea de Servicios Públicos (FSESP) y
Vicepresidente de la ICE Right2Water, “el hecho de que los Estados miembros tengan
que hacer más esfuerzos para proporcionar un acceso al agua potable a los grupos
vulnerables, incluyendo a los refugiados, es un logro para todos aquellos que apoyan la
Iniciativa Right2Water. No obstante, decepciona que la UE haya desperdiciado la
oportunidad de convertirse en un líder mundial reconociendo este derecho en su
legislación”. El reto del proceso de transposición es resolver positivamente esta
decepción, que compartimos, en la escala del ordenamiento jurídico español. 
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3.1.3.Valoración del borrador de transposición de la Directiva de Agua
Potable a la normativa española

A continuación se analizan y valoran algunos de los elementos clave del borrador de
transposición de la Directiva de Agua Potable (DAP) a la normativa española, de abril de
2021, en relación con algunas de las cuestiones clave relativas a los objetivos, novedades
que introduce la nueva Directiva y retos pendientes. Estas cuestiones se refieren a las
definiciones que establece, la protección de las zonas de captación, la evaluación y
gestión del riesgo en las zonas de captación, la declaración de las situaciones de
excepción y el régimen sancionar, las cuales se analizan en los apartados siguientes.

Sobre las definiciones

Ausencia de definición de “Zona de captación”

Llama poderosamente la atención que el artículo 2 del Decreto de transposición de la
DAP, sobre las definiciones, recoja la definición de “zona de abastecimiento” pero no la
definición de “zona de captación”, pese a que el decreto utilice abundantemente dicho
término. Hay que llegar hasta el artículo 35.1 para encontrar algo parecido a una
explicación de lo que es la zona de captación. El artículo 35.1 entiende las zonas de
captación como “las zonas de captación de los puntos de extracción de aguas destinadas
al consumo humano”, pero no llega a definirlas con más precisión. 

Además, no constituye una definición con fuerza legal, al no estar así incluida en el
artículo 2, de definiciones. Debería incluirse la definición de “zona de captación” en el
artículo 2 y además debería utilizarse para ello un criterio de área con una amplitud
adecuada, dejando claro que una zona de captación no puede entenderse sólo como la
geolocalización del punto de extracción. El criterio que debe regir la definición de zona
de captación debe estar relacionado con el enfoque de gestión de riesgo de la Directiva
y, por lo tanto, con la protección de la calidad del agua en las mismas. Por lo tanto, el
área de definición debe tener en cuenta las características hidrológicas o
hidrogeológicas del entorno de los puntos de captación.

Sobre la definición de «Evento peligroso»

El decreto de transposición de la DAP, en su artículo Artículo 2.11, define el “evento
peligroso” como “hecho o suceso que introduce peligros en la zona de abastecimiento o
en sus infraestructuras o no los elimina”. Es una definición que restringe los eventos
peligrosos a la zona de abastecimiento y sus infraestructuras, pero no queda claro que el
concepto de evento peligroso se aplique también en las zonas de captación, como
establece la Directiva. Debería definirse el evento peligroso como aquel que “introduce
peligros en la zona de captación o en la zona de abastecimiento”. De otra forma, al
menos al nivel de esta definición, se podría interpretar que los eventos peligrosos se
analizarán 
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analizarán en principio al nivel de las zonas de abastecimiento, que son responsabilidad
de los operadores del agua, pero no en las zonas de captación, que son responsabilidad
de los organismos de cuenca.

Sobre las zonas de captación para abastecimiento humano

El artículo 12.2. señala que la Administración del Agua informará a los operadores del
agua y autoridades sanitarias sobre los resultados de los controles en las captaciones en
zonas protegidas para abastecimiento humano, pero el problema es que las zonas
protegidas todavía no están declaradas y, peor aún, el Decreto no establece previsión
alguna para su declaración, por lo que tal y como está redactado este punto, no tendría
efecto alguno.

El artículo 13.3 señala que el titular de la captación ha de solicitar una concesión y para
ello remitirá al organismo de cuenca un informe con diversos apartados, incluyendo uno
relativo a “posibles focos de contaminación de aguas arriba en caso de origen superficial
y en el terreno, en caso de origen subterráneo y medidas y perímetros de protección
previstos”. Tanto el diagnóstico sobre focos potenciales de contaminación de las aguas
superficiales y subterráneas como las medidas a aplicar para prevenir dicha
contaminación y los perímetros de protección a establecer, son responsabilidad
compartida entre las distintas administraciones. Esta coordinación es imprescindible
para identificar los focos de riesgo y sus causas, imponer las medidas necesarias para
evitarlos y establecer los perímetros de protección adecuados. La redacción del Decreto
no concreta suficientemente cómo se implementará esta responsabilidad compartida
entre administraciones. 

En relación con los perímetros de protección, se trata de un tema confuso jurídicamente.
El Reglamento de Planificación Hidrológica señala que las zonas protegidas por
captaciones de agua potable y los perímetros de protección se incluirán en los planes
hidrológicos y que los perímetros de protección se podrán fijar en los propios planes
hidrológicos y que en ellos serán de aplicación las normas establecidas en el RDPH para
las zonas de policía. Sin embargo, algunos Planes hidrológicos señalan que son las
comunidades autónomas o los entes locales los que deben fijar los perímetros. 

Por otro lado, el artículo 99. bis 5) del Texto Refundido de la Ley de Aguas (TRLA)
establece que los instrumentos de ordenación urbanística contendrán lasprevisiones
adecuadas para garantizar la no afección de los recursos hídricos de las zonas donde se
realiza una captación de aguas para consumo humano incluida en el Registro de Zonas
Protegidas. Igualmente dicho artículo señala que tienen que ser informados estos
“instrumentos de ordenación urbanística” por parte de los organismos de cuenca, en
virtud del artículo 25.4 del TRLA. En definitiva, se trata de un claro ámbito de
competencias compartidas que no está clarificado ni suficientemente precisado en el
borrador de transposición de la Directiva de Potables a la normativa española. Es más, de
to
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de todos los perímetros de protección recogidos en los Planes Hidrológicos de
Demarcación (PHD), los cuales se sitúan en unos 8.000 perímetros de protección,
prácticamente ninguno tiene planes de protección o limitaciones de actividades, por lo
que su eficacia es muy escasa.

Por otra parte, el artículo 13.4. ahonda en la insuficiente identificación de la
responsabilidad de las administraciones públicas y de su necesaria coordinación, al
señalar que las medidas de protección son responsabilidad del titular de la captación, sin
referencia alguna a las obligaciones de protección del organismo de cuenca,
comunidades autónomas y entes locales. Se trata de un punto incongruente con el
siguiente, 13.5, que señala que el organismo tiene también competencias, sin más
detalle. En definitiva, debe eliminarse el 13.5, por gratuito y redundante y modificar el
punto 13.4, dejando claro que el organismo de cuenca es responsable de las medidas de
protección en las zonas de captación y que el titular de la captación es responsable de la
protección, justamente, a partir de dicha captación. Las responsabilidades de la
protección de la calidad del agua están muy confusas en este artículo. 

De forma similar a como en otros apartados del Decreto se identifican, correctamente,
las distintas responsabilidades en la evaluación y gestión del riesgo (artículo 34.2, 34.3,
34.4), deberían identificarse en el artículo 13.4 claramente los distintos subsistemas y la
entidad responsable de la protección de la calidad del agua en cada una, que debería
abarcar los mismos tres subsistemas que en el caso de la evaluación y gestión del riesgo:
a) las zonas de captación, cuyo responsable es el organismo de cuenca; b) la “zona de
abastecimiento” (aunque en realidad debería renombrarse como “sistema de
suministro”, incluyendo las infraestructuras desde la captación y la zona en la que vive la
población abastecida), cuyos responsables son el operador u operadores de agua
implicados en los distintos niveles de distribución y sus infraestructuras y c) los espacios
interiores donde se consuma el agua, cuyos responsables son los propietarios de los
mismos.

Por otra parte, el artículo 13.7 señala que el titular de la captación debe señalar al menos
un punto de muestreo en la zona de captación. En primer lugar, no parece que un punto
de muestro en la zona de captación sea suficiente. Por ejemplo, en un río puede haber un
efecto de dilución de un vertido aguas arriba, de forma que aguas abajo ciertos
parámetros se normalicen, pero el peligro está ahí y los valores pueden fluctuar, por
ejemplo por variaciones en el caudal, por lo que sería necesario más de un punto de
muestreo para tener un diagnóstico más fiable de los focos de riesgo potencial. De la
misma forma, en las aguas subterráneas puede haber una contaminación puntual que
todavía no se ha extendido a todo el acuífero. Por ello un punto único de muestreo en
modo alguno puede ser suficiente. Se debería exigir una caracterización de la calidad del
agua en un área más amplia, correspondiente al perímetro de protección del punto de
captación (si está ya definido) o zona equivalente (si todavía no está declarado), en la
que tomar un número adecuado de muestras. 
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Además, estos puntos de muestreo y su localización deben ser establecidos por el
organismo de cuenca, que es quien tiene o debe tener la información más completa en
cuanto a los riesgos potenciales de contaminación en cada zona de captación. La
ubicación de los puntos de muestreo no puede ser una decisión que se deje al titular de
la captación. Esto denota una vez una intención de reducir u obviar responsabilidades
que son del organismo de cuenca.

Sobre la evaluación y gestión del riesgo en las zonas de captación

El artículo 35, de evaluación y gestión de riesgos en las zonas de captación, no recoge la
obligatoriedad de la revisión periódica de dicha evaluación, la cual según la Directiva
debe realizarse como máximo cada seis años y la primera de tales revisiones debe estar
a más tardar en 2027 (artículo 7.4 de la Directiva). Tampoco recoge que este plazo
máximo no impide garantizar que se tomen medidas una vez detectados y evaluados los
riesgos (artículo 7.7 de la Directiva).

En el artículo 35.2, debería indicarse que el Ministerio para la Transición Ecológica y
Reto Demográfico publicará (en lugar de podrá publicar) especificaciones técnicas para
la “Evaluación y gestión de riesgos de las zonas de captación de los puntos de extracción
de aguas destinadas al consumo humano”.

Pero lo más relevante es que el artículo 41 transpone lo establecido por la Directiva pero
no va más allá, malgastando la oportunidad de establecer la obligatoriedad de establecer
perímetros de protección para todas las captaciones de agua para uso humano,
previendo para ello los plazos necesarios. Declarar perímetros de protección para las
zonas de captación constituye una obligación ya recogida en la normativa española,
sistemáticamente incumplida. 

La ausencia de estos perímetros de protección se suele alegar, de forma reiterada, como
la razón por la que no se pueden adoptar medidas legales de protección más
contundentes para la protección de las fuentes, por ejemplo frente a la contaminación
agraria, minera o industrial. No obstante, hay que señalar que el principal problema no es
solo la falta de declaración de perímetros de protección – hay unos 8000 declarados –
sino la ausencia de planes de protección y de identificación de actuaciones que no se
pueden llevar a cabo en los mismos. Esta falta de planes de protección y actuaciones en
los perímetros de protección o no se aborda en la transposición.

Este decreto constituye el momento y el instrumento adecuado para resolver de una vez
esta importante deficiencia pero, en lugar de ello, el artículo 41.1.d) se limita a repetir lo
establecido por la Directiva, acerca de que tales perímetros se podrán crear o modificar,
sin obligación alguna de ello. Esto constituye uno de los indicadores más claros de la
falta de ambición en la transposición de la Directiva. En este sentido es importante
insistir en que el cambio de perspectiva que propugna la directiva, al hacer de la gestión
de riesgos 
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Según la Directiva (artículo 15.1), las excepciones podrán referirse a los valores
paramétricos del anexo I, parte B, o a los fijados de conformidad con el artículo 5.3 y
se limitarán a los siguientes tres casos: a) una nueva zona de captación de los puntos
de extracción de aguas destinadas al consumo humano; b) una nueva fuente de
contaminación detectada en la zona de captación de los puntos de extracción de
aguas destinadas al consumo humano o parámetros recientemente buscados o
detectados, o c) una situación imprevista y excepcional en una zona de captación
existente de los puntos de extracción de aguas destinadas al consumo humano que
pueda comportar superaciones temporales limitadas de los valores paramétricos. En
cambio el decreto incluye cuatro casos posibles: los tres que menciona la directiva
más lo relativo a “Parámetros del Anexo I Parte B o de la lista de observación del
Anexo IV”. Esto da a entender que con tal de que la excepción se refiera al Anexo I
Parte B, no haría falta la concurrencia de los otros casos. Se trata de una
interpretación errónea de la directiva, que señala que la excepción debe referirse a
los parámetros del Anexo I Parte B y además deben concurrir alguno de los tres
casos señalados. Tal y como aparece redactado en el Decreto, no habría limitación
alguna para declarar una situación de excepción para cualquier parámetro del Anexo
I Parte B, sin necesidad de circunstancias especiales, lo que obviamente no es lo que
establece la Directiva.

El decreto no recoge lo establecido por la Directiva acerca de que la excepción,
además de ser por un máximo de tres años, estarán “limitadas al periodo más corto
breve posible”.

Tampoco recoge lo señalado por la Directiva acerca de que hacia el final del período
de excepción, se realizará un estudio para determinar si se ha progresado
suficientemente.

El Decreto igualmente omite lo establecido por la Directiva acerca de que la
autorización de una segunda excepción requiere de comunicación previa a la
Comisión

de riesgos la clave de bóveda de su arquitectura, traslada el centro de gravedad de la
gestión de dichos riesgos a la prevención y corrección en la fuente. Sólo así, se pueden
reducir los controles en las zonas de abastecimiento. Una protección de las captaciones
sin las suficientes garantías de cumplimiento pone en riesgo todo el sistema y puede
comprometer la seguridad para la salud de los abastecimientos. Si se relajan los
controles en los abastecimientos sin regular –y hacer cumplir estrictamente- las medidas
de prevención en las zonas de captación se incrementa el riesgo para la salud.

Acerca de la declaración de situaciones de excepción

La transposición de las condiciones para establecer una situación de excepción no es
correcta, identificándose las siguientes deficiencias:
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Acerca del régimen sancionador

El decreto no recoge el artículo 23 de la directiva, que establece la obligación de
establecer un régimen de sanciones aplicables a cualquier infracción de las disposiciones
nacionales adoptadas al amparo de la Directiva, sanciones que deben ser efectivas,
proporcionadas y disuasorias. Además, estas sanciones han de ser comunicadas a la
Comisión a más tardar el 12 de enero de 2023 y además deben comunicar cualquier
modificación posterior. La ausencia de sanciones, además de constituir una
transposición inadecuada de la Directiva, refleja la falta de ambición del Decreto.

En definitiva, al menos en lo relativo a las fuentes de captación, el Decreto refleja falta de
ambición, al no avanzar en la declaración de los perímetros de protección, así como
cierta dejación de funciones, al obviar responsabilidades que son del organismo de
cuenca, en relación con la gestión del riesgo en las zonas de captación, y no de los
titulares de las captaciones, al menos no principalmente. Otros aspectos muestran una
transposición insuficiente o inadecuada, como lo relacionado con las situaciones de
excepción o la ausencia del obligado régimen de sanciones.

Posiblemente el principal problema para una protección efectiva de las fuentes de
captación es la contaminación difusa. En efecto, en las últimas décadas la contaminación
puntual, mayoritariamente debida a una inadecuada gestión de las aguas residuales e
industriales, ha ido reduciéndose, gracias a las demandas ciudadanas, la presión de la
Comisión Europea para una correcta aplicación de las Directivas europeas relativas a la
gestión de las aguas residuales y a la contaminación industrial, así como a las
importantes inversiones para infraestructuras de saneamiento y depuración. 

Aunque persisten deficiencias en esta materia (La Comisión mantiene abierto un
procedimiento de infracción contra España porque algunas pequeñas poblaciones siguen
sin una depuración adecuada, razón por la que España está pagando una multa
trimestral mientras no se resuelva esta situación), la contaminación por vertidos urbanos
e industriales en las masas superficiales se ha reducido respecto a la existente hace unas
décadas. Sin embargo el caso de la contaminación difusa es por completo diferente. La
contaminación difusa, mayoritariamente de origen agrario, sigue aumentando sin
control, de forma que el número de masas superficiales y subterráneas que muestran
contaminación por nitratos de origen agrario no hace más que aumentar. También hay
que señalar el problema de la contaminación por plaguicidas, de origen también agrario.
Finalmente, existe un tipo de contaminación difusa de impacto más localizado pero que
en determinadas masas llega a ser muy significativo: la contaminación de origen minero. 
El marco actual resulta completamente insuficiente e inadecuado para atajar este tipo de
procesos 
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procesos de contaminación difusa, los cuales representan las principales amenazas para
proteger el buen estado de los ecosistemas naturales que constituyen las fuentes de
captación para uso humano, básicamente manantiales, aguas subterráneas y ríos. En los
apartados siguientes se ilustran estas amenazas analizando el marco actual y
propuestas para atajar la contaminación por nitratos de origen agrarios y presentando
un ejemplo de riesgos para el abastecimiento humano derivados de un proyecto minero.

3.2. Retos del nuevo enfoque de gestión del riesgo en el agua para
abastecimiento: contaminación agraria

Como ha puesto de manifiesto el reciente informe de la Comisión Europea (EC, 2021)
sobre el estado actual de la Directiva de Protección de las Aguas frente a la
Contaminación por Nitratos de Origen Agrario, (Directiva de Nitratos), la agricultura es
responsable del 77% del nitrógeno que es liberado al medio ambiente en Europa. En
2016–2019, el 14,1% de los puntos de muestreo en las masas subterráneas excedieron el
umbral de 50 mg/l de nitratos, en comparación con el período del informe anterior, en el
que el 13,2% de los puntos de muestreo aumentaron dicho umbral. La Directiva de
Nitratos no ha logrado reducir la contaminación por nitratos y de hecho en las aguas
subterráneas la situación ha empeorado. 

El informe europeo mencionado señala que España se encuentra entre los países en los
que la declaración de Zonas Vulnerables a la Contaminación por Nitratos es insuficiente,
así como la extensión espacial de las mismas y las medidas adoptadas en los
denominados Programas de Actuación, que han de elaborarse e implementarse en las
Zonas Vulnerables, en aplicación de la Directiva de Nitratos.

En España la contaminación por nitratos continúa incrementándose, con consecuencias
tan dramáticas como la eutrofización de la la laguna del Mar Menor y su consecuente
colapso ecológico (Martínez Fernández y Esteve Selma, 2020). Dada la ineficacia del
Decreto vigente que transpone la Directiva europea de Nitratos, a principios de 2021 se
presentó a consulta pública un borrador de nuevo “Real Decreto sobre protección de las
aguas contra la contaminación difusa producida por los nitratos procedentes de fuentes
agrarias”. Tras un análisis y valoración de este borrador, cabe realizar las siguientes
consideraciones:

3.2.1.Valoración general 

En general el borrador de nuevo R.D. sobre contaminación por nitratos de fuentes
agrarias aborda la actualización del R.D. 261/96 de forma poco ambiciosa, manteniendo
sus limitaciones y en algunos puntos dando incluso pasos atrás. El R.D. supone una
oportunidad perdida para una redacción más ambiciosa, que además de cumplir con la
Directiva de Nitratos diera pasos más allá, dado el fracaso del decreto anterior a la hora
de impedir el agravamiento de la contaminación por nitratos. 
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En relación con la escasa ambición del nuevo R.D, se mantienen las principales
insuficiencias del anterior decreto: a) referirse, especialmente en cuanto a valores límite,
exclusivamente a estiércoles y enmiendas orgánicas, dejando fuera los fertilizantes
químicos; b) no incluir medida preventiva alguna en zonas en las que todavía no hay un
problema serio de contaminación por nitratos, es decir, no incluir medidas fuera de las
Zonas Vulnerables; c) contener un número escaso de medidas de obligado cumplimiento,
las cuales tienen además un carácter enormemente débil y d) carecer de elementos de
control y sanción. 

Con respecto a la no inclusión de los fertilizantes químicos, ello erosiona
considerablemente la eficacia real del nuevo decreto, dado el uso generalizado de los
fertilizantes químicos y su impacto directo en la contaminación por nitratos. Con
respecto a medidas preventivas fuera de las Zonas Vulnerables, el R.D. debería
incorporar valores límite de aportación de nitrógeno en tales zonas con un umbral
superior al fijado en Zonas Vulnerables, como medida preventiva para evitar que fuera
de tales zonas la contaminación por nitratos continúe sin control y por tanto se siga
aumentando de forma permanente las áreas contaminadas que han de declararse Zonas
Vulnerables. 

Con respecto a las medidas obligatorias, el borrador de R.D. no aprovecha la oportunidad
de resolver la principal carencia del R.D, que es su mínima relevancia por carecer de
medidas obligatorias de calado. Las medidas de obligado cumplimiento del R.D. y del
actual borrador de nuevo decreto, en su mayoría, se refieren a elementos de
procedimiento (elaboración de documentos como códigos de buenas prácticas y
programas de actuación), pero no a elementos de efecto sustantivo en la reducción
efectiva de los flujos contaminantes, como valores límite más exigentes y sin vías de
excepción. Finalmente, la ausencia de procedimientos de sanción vacía de eficacia tanto
el R.D. anterior como el presente borrador, ya que no hay mecanismos que vigilen su
cumplimiento y establezcan sanciones con efecto disuasorio efectivo en caso de
incumplimiento.

Por otra parte, el R.D. mantiene en su artículo 2 unas definiciones idénticas a las que ya
había en el R.D actualmente vigente, a pesar de que muchas de ellas han sido ya
superadas y actualizadas en documentos normativos y de planificación posteriores. Las
definiciones son confusas. Entre otras deficiencias, consideramos que se debería separar
lo que se considera como fertilizante de lo relativo a lodos de depuradora, que tienen
normativa propia y difícilmente tienen influencia sobre el nitrógeno. Las definiciones
habría que revisarlas en su totalidad, actualizándolas con rigor y evitando
inconsistencias en las definiciones utilizadas en otros instrumentos, por ejemplo en
materia agraria. Así, existen definiciones discordantes de lo que se entiende por
fertilizante en el ámbito de las competencias agrarias y en el ámbito de las competencias
de agua y medio ambiente generan inseguridad jurídica y dificultades en la
implementación práctica. Además, el RD de nutrición sostenible, al que se refiere
continuamente 
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continuamente este RD, parece que va utilizar otros criterios en las definiciones. 

Pero resulta especialmente preocupante que a los escasos avances de este R.D. se
añaden retrocesos notables respecto al decreto anterior, con menos concreción en
ciertos apartados, más vías para exceder el valor límite de 170 kg/ha de nitrógeno (vías
que se recogen en el Anejo 3), peores medidas a corto plazo y alargamiento general de
distintos plazos. Así, el borrador de R.D incluye abundantes referencias al R.D. de
nutrición sostenible en elaboración, desplazando las medidas más rigurosas a lo que se
establezca en dicho decreto, a pesar de que el borrador del decreto de nutrición
sostenible indica claramente que cuestiones tan importantes como el plan de abonado,
de influencia directa en este R.D. no serán de aplicación hasta el año 2028. El borrador
incorpora también otros alargamientos de plazos, por ejemplo a la hora de declarar las
nuevas zonas vulnerables, que pasa de seis meses a tres años.

En definitiva, pese a ciertos avances, el presente borrador es poco ambicioso, no aborda
las principales debilidades que se arrastran desde el decreto anterior, no aprovecha para,
además de cumplir con la Directiva de Nitratos, dar pasos más allá y, además, incorpora
preocupantes pasos atrás, como la inclusión de nuevas vías para exceder el límite de
aportación de nitrógeno de 170 kg/ha y el alargamiento de distintos plazos.

3.2.2.Acerca de los cambios en los valores límite y objetivos cuantitativos que se
fijan

Consideramos positivo que el borrador de nuevo R.D. recoja valores objetivo de calidad
en masas subterráneas y superficiales inferiores a los 50 mg/ (37.5 mg/l en aguas
subterráneas, 25 mg/l en ríos), procedentes de normativas posteriores al anterior R.D.
de Nitratos. Sin embargo existe una gran incoherencia en la fijación de unos umbrales de
calidad más exigentes a la vez que, por lado, se permite aumentar la cantidad de nitratos
aplicados en distintos casos, lo que sin duda debilita la eficacia de las medidas y hará aún
más difícil que las medidas aplicadas permitan alcanzar de forma efectiva tales objetivos
de calidad. 

Se ha perdido la oportunidad de referirse a los fertilizantes en general y no sólo a
estiércol, a la hora de fijar valores límite. El borrador de nuevo decreto constituye una
oportunidad no sólo para cumplir íntegramente con la Directiva de Nitratos sino también
para ir un paso más allá, incluyendo todas las formas de aportación de nitrógeno, tanto
orgánicas como inorgánicas, dado que ambas vías contribuyen a la desbocada
contaminación por nitratos actual. El borrador constituye en este sentido una
oportunidad perdida. 

Pero resulta especialmente preocupante que, además, el Anejo 3 parece estar
principalmente encaminado a permitir y justificar la aplicación de mayores cantidades de
nitrógeno por hectárea, suponiendo un claro retroceso respecto al RD anterior. Los
puntos

 

24



puntos 2 y 3 de dicho Anejo abren la posibilidad de superar con suma facilidad el valor
límite de 170 kg/ha de nitrógeno, en los casos de dobles cosechas –cada vez más
generalizadas por la expansión de los regadíos intensivos- o con variopintas
justificaciones agronómicas (alegando por ejemplo que algunos cultivos absorben más
nitrógeno sin considerar de forma integral todos los flujos de nitrógeno, incluyendo la
fijación de N atmosférico y el papel de las prácticas agrarias), lo que con toda
probabilidad agravará la contaminación por nitratos. 

En concreto se añaden las siguientes nuevas situaciones que permitirían incrementar
dicho umbral: prácticas de doble cultivo / doble cosecha en el ciclo anual y
características del procedimiento de fertilización utilizado en relación con el número de
cosechas, el tipo de cultivo o las prácticas de conservación asociadas. Esta ampliación de
supuestos, que parece recoger reivindicaciones de las organizaciones agrarias, permite
revisar al alza la cantidad de nitrógeno que se puede aplicar en un número indefinido y
potencialmente elevado de situaciones, incluyendo dobles cosechas y consideraciones
sobre el tipo de cultivo. Se trata de una discrecionalidad sobre la base de criterios
inconcretos, que cabe interpretar como un auténtico coladero, una vía abierta al
incumplimiento del valor límite básico de 170 kg/ha de nitrógeno, lo que sin duda
erosionará -aún más- la eficacia de este decreto e impedirá cumplir sus objetivos.

3.2.3.Acerca del grado de obligatoriedad y la eficacia de las medidas

Si bien el nuevo R.D. recoge algunas mejoras en relación con los programas de actuación,
como la vinculación expresa de los contenidos de tales programas con los objetivos
ambientales de las masas de agua establecidos en los planes hidrológicos (artículo 6.3) y
la vinculación del grado de cumplimiento satisfactorio con una tendencia evolutiva
coherente con la senda de cumplimiento de los objetivos ambientales establecidos en el
plan hidrológico (6.4), lo cierto es que se mantienen y amplían las principales
debilidades. 

La experiencia ha demostrado el fracaso del anterior R.D. a la hora de atajar y detener la
contaminación por nitratos y sus graves efectos ambientales en las masas de agua. Una
de las razones fundamentales de dicho fracaso es que las medidas de obligado
cumplimiento contenidas en dicho decreto son escasas y enormemente débiles,
refiriéndose sobre todo a cuestiones de procedimiento y de elaboración de documentos
(código de buenas prácticas agrarias, programas de actuación), sobre cuyos contenidos
mínimos apenas se establecen obligaciones sustantivas que impliquen una reducción
significativa del nitrógeno aportado en las actividades agrarias y de los flujos de
contaminación generados. 

La revisión del decreto, motivada por el reconocimiento general de este fracaso y sobre
todo por exigencias de la Comisión, incluyendo la carta de emplazamiento a España
enviada desde la Comisión Europea por el fallo en una aplicación eficaz de la Directiva de 
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Nitratos, constituye una gran oportunidad para afrontar la principal debilidad del decreto
de nitratos que es, justamente, la insuficiencia y extrema debilidad de elementos de
obligado cumplimiento y significado sustancial para reducir la contaminación por
nitratos. Si el nuevo decreto sale adelante en los términos del actual borrador, esta
oportunidad se habrá perdido y el fracaso del nuevo decreto a la hora de alcanzar los
objetivos previstos será más que previsible.

En cuanto a las medidas concretas que se incluyen en el código de buenas prácticas
agrarias (Anejo 1), en el apartado A, que recoge las determinaciones obligatorias, no hay
avances. Los contenidos son idénticos a los del RD 261/96, a excepción de un nuevo
punto 7 que, dado su carácter genérico, difícilmente puede considerarse un contenido
obligatorio. En el apartado B, que recoge las determinaciones de carácter voluntario, en
el punto 4 se recoge la posibilidad de establecer planes de abonado de acuerdo con el
RD de nutrición sostenible, posibilidad que tendrá escaso efecto a corto y medio plazo,
dado que dichos planes de abonado no serán de aplicación hasta 2028. En todo caso
consideramos que todas las medidas del código de buenas prácticas agrarias (anejo 1)
deben tener el carácter de obligatorias.

En cuanto a los contenidos de los programas de actuación, no se incluye avance alguno,
excepto la mención al final del punto c de la vulnerabilidad ambiental del medio receptor
como factor a considerar también. 

En relación con la eficacia de las medidas, se echa en falta en el borrador R.D. una
referencia explícita a la necesidad de una evaluación previa de la eficacia de las medidas
contra la contaminación por nitratos. Los criterios de adopción de medidas que
potencialmente, o bajo ciertas hipótesis, podrían reducir la contaminación difusa, no
pueden reducirse a la suposición a priori de que la adopción de las mismas
automáticamente va a materializar sus efectos hipotéticos, especialmente cuando haya
evidencias de que cierto tipo de medidas, si no van acompañadas por otras concurrentes,
pueden no resultar efectivas para la mejora del estado de las masas de agua. 

Es necesario el análisis global ex-ante de los efectos, puesto que esperar a un plazo de
evaluación posterior para encontrar resultados insatisfactorios que podrían haberse
previsto, sería un fraude de ley, supondría una nueva dilación en la toma de decisiones
efectivas, propiciaría un empeoramiento del estado de estas masas e implica una
malversación de recursos públicos y privados. 

Por otra parte, la simple reducción de masas exportadas de contaminantes como criterio
de adopción y financiación de cierta medida tampoco garantiza, por sí sola, la mejora de
la calidad de las aguas, puesto que se está suponiendo que el resto de factores (volumen
de dilución, nuevas fuentes de contaminación,…) permanece inalterable.

Un claro ejemplo de estos dos aspectos se encuentra en los procesos de modernización
de regadíos,
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de regadíos, a los que desde sectores económicos interesados se les confiere “beneficios
intrínsecos” tales como ahorro en el consumo de agua y la reducción de la
contaminación difusa. Hay varias razones por las que la modernización de regadíos con
riegos tecnificados por goteo y aspersión no conduce necesariamente a la reducción de
contaminación por nitratos y otras sustancias. 

En primer lugar, la mayor producción de los cultivos debida a la eliminación del estrés
hídrico asociado al riego a la demanda, y a intensificación (dobles cosechas, aumento de
densidad plantación,..) comporta incorporar a los cultivos mayores cantidades de
fertilizantes y fitosanitarios respeto a los requerimientos previos a la modernización. El
estímulo se hace tanto más elevado conforme el valor de mercado de las producciones
es mayor, especialmente si en la modernización se produce un cambio de cultivo.
Además se observan procesos paralelos de aumento de superficie regadío que implican
nuevos incrementos de fertilización respecto a la situación en secano. 

En segundo lugar, incluso si a pesar de la intensificación del cultivo en un regadío
modernizado se llegan a reducir las masas exportadas de contaminantes, dicha
reducción es menor que la reducción de volúmenes de agua en los retornos, generando
lixiviados altamente concentrados en contaminantes, de forma que las masas de agua
afectadas verán agravado su deterioro. Por ejemplo, si la masa exportada de nitratos al
modernizar se reduce a un 50% de la exportada antes de la modernización, pero los
retornos de riego se reducen tras la modernización a una cuarta parte (reducción hasta
el 25%), el efecto neto después de modernizar será que la concentración de nitratos
subirá hasta el 200% del valor previo a la modernización. Los cursos fluviales y las aguas
subterráneas receptores de los retornos sufren un doble impacto, al aportarse un caudal
que es solo una cuarta parte del inicial con una concentración de nitratos doble. En los
numerosos sistemas de aguas superficiales y subterráneas donde los retornos de riego
constituyen un papel importante en la formación de los caudales circulantes y/o en las
recargas de aguas subterráneas, estos sufrirán un deterioro, en cantidad y calidad, con
mayor intensidad en periodos de estiaje y sequía. 

La constatable presencia de este “efecto rebote salmuera” explica por qué en zonas
modernizadas y altamente tecnificadas los contenidos de nitratos y otros
contaminantes, lejos de ser reducidos, se incrementan. Por ello, solicitar exenciones en
los límites de concentración de los retornos bajo el argumento de que a cambio se
reducen las masas exportadas, no puede ser admisible. Para evitar esto, es necesario en
los proyectos de modernización destinar para caudales ambientales el volumen de agua
no usada después de la modernización como volumen de dilución y en el proceso de
modernización garantizar que la evapotranspiración disminuye, de manera que se
produzca un efecto aguas abajo de ganancia simultánea de volumen y de calidad,
vigilándose en todo caso que los valores de concentración en los retornos de nitratos
iniciales se reduzcan y se sitúen en todo momento por debajo de los valores de calidad
fijados para aguas superficiales. 
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Como hemos ejemplificado en el caso de la modernización de regadíos, consideramos
que el borrador de nuevo R.D. debería incorporar elementos relativos a la necesidad de
una evaluación previa de las medidas, que demuestre la eficacia real de las mismas en la
reducción de la contaminación por nitratos. 

3.2.4. Acerca de los mecanismos de control y sanción

El borrador de R.D. no aprovecha la oportunidad para incorporar mecanismos efectivos
de control del grado de cumplimiento de las medidas, así como para incorporar un
procedimiento y régimen sancionador en caso de incumplimiento. Se debería incorporar
al R.D. un nuevo apartado que regule los procedimientos de inspección y control de las
actividades agrarias situadas dentro del perímetro de las zonas vulnerables. 

Dicha inspección y control ha de llevarse a cabo por parte de la administración e incluir
comprobaciones y muestreos de campo in situ, con el fin de verificar de forma
independiente el cumplimiento de las medidas a que estén obligados los responsable de
las actividades agrarias, así como la veracidad de los contenidos de los documentos
relacionados con la aplicación de este R.D. Igualmente es imprescindible incluir un
régimen sancionador que establezca una tipología de incumplimientos y su gradación,
así como las sanciones a aplicar en cada caso. Sin dicho régimen sancionador la eficacia
del nuevo R.D., como ya ha ocurrido con el R.D. anterior, será mínima y de nuevo se
fracasará en el objetivo de revertir la actual tendencia al aumento de la contaminación
por nitratos de origen agrario.

En resumen, es necesaria una modificación más profunda y ambientalmente más
ambiciosa del Decreto sobre prevención de la contaminación por nitratos de origen
agrario, si se pretende realmente atajar la creciente contaminación difusa agraria. Si
dicha mejora no tiene lugar, existe un elevado riesgo de que la calidad de las aguas
superficiales y subterráneas continúe deteriorándose, lo que incumpliría no sólo la
Directiva de Nitratos (y la Directiva Marco del Agua), sino también la Directiva Euroepa
sobre Agua Potable, que exige la protección efectiva de las fuentes de captación para
abastecimiento humano, en aplicación del nuevo enfoque de gestión del riesgo que dicha
Directiva establece.

3.3. Retos del nuevo enfoque de gestión del riesgo en el agua para
abastecimiento: contaminación minera. El caso del acuífero El Calerizo y
el proyecto minero Valdeflórez

Otro ejemplo significativo de contaminación difusa, aunque su afección está
espacialmente más acotada, es la contaminación minera. Cabe destacar que la
contaminación minera ha inutilizado ya distintas masas para uso en abastecimiento
humano (como es el caso de distintas masas superficiales en la Demarcación del Tinto,
Odiel y Piedras). Esta situación obliga a un análisis especialmente cuidadoso con todo
nuevo 
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proyecto minero, en los que ha de prevalecer, siempre, el principio de precaución. Pese a
ello, siguen presentándose proyectos mineros que representan un claro riesgo a masas
que, actualmente, tienen un uso actual o potencial para abastecimiento humano, como
es el caso del acuífero El Calerizo, en la Demarcación Hidrográfica del Tajo.

El acuífero carbonatado de El Calerizo se localiza mjuy cerca de la ciudad de Cáceres, en
el extremo suroeste de la cuenca del Tajo, repartido entre las cuencas del río Guadiloba
al norte y del río Salor al sur, con una superficie de 25,9 km². Se trata de un acuífero
kárstico confinado que presenta numerosas fracturas y que mantiene diversas fuentes y
puntos de descarga natural. Estas surgencias dan origen a pequeños cuerpos de agua y
flujos superficiales, tanto permanentes como temporales. 

Las analíticas disponibles permiten concluir que el estado químico de dicho acuífero es
bueno, por lo que constituye una reserva hídrica de interés estratégico para su uso
potencial en el abastecimiento de dicha población en momentos de sequía o escasez.
Hay que tener en cuenta que el abastecimiento a Cáceres y su zona de influencia se
atiende mediante el embalse de Guadiloba, cuya aportación media anual es de 17,2
hm³/año, aunque presenta fuertes irregularidades y sequías frecuentes e intensas en las
que se ha alcanzado un valor mínimo de 1,54 hm³. En estos periodos de escasez o sequía,
el sistema de abastecimiento recurre al bombeo del embalse de Alcántara, si bien esta
solución no garantiza el suministro en años secos.

En este sentido l Instituto Geológico y Minero de España (IGME, 2010) asigna al acuífero
del Calerizo un carácter de reserva estratégica de agua para Cáceres, en la que se
podrían acometer actuaciones de recarga artificial para aumentar su capacidad de
regulación. Sus especiales y bien conocidas características hidrogeológicas lo hacen muy
adecuado para usarlo como un almacén para atender el abastecimiento, así como otros
aspectos medioambientales. Más recientemente, el Plan Especial de Sequías (CHT, 2018)
contempla el apoyo al sistema de abastecimiento a Cáceres y su zona de influencia en
situaciones de alerta y emergencia mediante los pozos que captan de este acuífero.

En definitiva, la incardinación del acuífero en el sistema de recursos hídricos disponibles
para Cáceres permitiría aprovechar la menor vulnerabilidad de las aguas subterráneas a
los periodos de sequía, que afectan de forma muy severa a los embalses superficiales.
Las previsiones de reducción de aportaciones superficiales debidas al cambio climático
(contempladas en el Plan Hidrológico del Tajo como una reducción cifrada en el 7%),
acentúan el carácter estratégico del acuífero.

Sin embargo, el acuífero El Calerizo podría sufrir el riesgo de contaminación difusa por
actividades mineras, derivadas de un gran proyecto minero (Proyecto Minero
Valdeflórez), que pretende ubicarse en sus proximidades, para la extracción de litio,
fundamentalmente. la propuesta de explotación minera declarada implica utilizar
tecnologías de tostación y el uso de sulfato potásico, para una posterior lixiviación en la
que 
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que se separa el material de interés. Los permisos de investigación minera solicitados se
refieren a una explotación minera convencional a cielo abierto, con una gran corta,
escombreras, balsas y otras infraestructuras mineras asociadas.

Los riesgos de contaminación de las aguas superficiales y del acuífero El Calerizo, en
caso de llevarse a cabo el proyecto minero, son muy elevados. Las aguas superficiales
presentan una máxima vulnerabilidad frente a la contaminación. Pero El Calerizo es
también muy vulnerable debido a su alta transmisividad hidráulica, al tratarse de un
acuífero kárstico con una elevada velocidad de percolación. Hay que recordar además la
proximidad piezométrica a la superficie del terreno y su alta transmisividad, factores
ambos que aumentan su vulnerabilidad frente a la contaminación.

El conjunto de acciones previstas en la explotación minera entraña un considerable
riesgo de contaminación de las aguas superficiales y subterráneas debido a los drenajes
ácidos y a la presencia de sustancias peligrosas como arsénico. La contaminación se
produciría por tres vías superpuestas: a) el funcionamiento de la explotación minera en
condiciones normales; b) la ocurrencia de averías y accidentes y c) la ocurrencia de
episodios de grandes lluvias.

En primer lugar, en funcionamiento normal no es creíble la situación de vertido cero ni
siquiera en condiciones ideales (es decir, sin considerar escapes involuntarios, roturas,
accidentes o grandes lluvias). La situación de vertido cero no es viable porque una parte
del agua de proceso no puede volver a ser reutilizada debido a los requerimientos
técnicos de la explotación, de forma que inevitablemente se genera un vertido de agua
de rechazo, de baja calidad y potencialmente contaminante, que sería devuelta al medio
natural. La amplia experiencia existente en múltiples proyectos mineros a cielo abierto
demuestra que la generación de flujos contaminantes, incluso en condiciones de
funcionamiento normal, es una patente realidad.

En segundo lugar, la probabilidad de incidencias, averías y accidentes que den lugar a
escapes, derrames, vertidos y desbordes de distinta consideración en la gestión de las
aguas de contacto (aguas pluviales en contacto con los frentes de explotación y otras
zonas mineralizadas del proyecto) y de otras aguas de escorrentía dentro de área del
proyecto minero es elevada. Por ello hay que contar con que, con toda probabilidad, tales
vertidos no previstos ocurrirán, como atestigua la abundante experiencia existente en
otros muchos proyectos mineros de todo el mundo. Estas averías y accidentes podrían
provocar episodios de contaminación grave por vertidos en el conjunto de aguas
superficiales en la zona del proyecto, así como en los arroyos y ríos que recogen tales
aguas, incluyendo el río Guadiloba y el río Salor.

En tercer lugar, durante los episodios de lluvias intensas las escorrentías desbordarán,
con toda probabilidad, tanto la capacidad de los canales periféricos de la escombrera y
del resto de estructuras mineras como la capacidad de la balsa de almacenamiento de
las 
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de las aguas de drenaje, produciéndose un lavado general del área minera que exportará
cantidades importantes de contaminantes fuera de la misma, afectando en última
instancia al arroyo Valhondo, a la Ribera del Marco, al río Guadiloba, así como a los
cauces que vierten al río Salor y al propio río Salor.

En el caso del acuífero El Calerizo, existe un elevado riesgo de contaminación por
infiltración de los distintos contaminantes, por ejemplo, desde la escombrera o desde la
balsa de almacenamiento de las aguas de drenaje, incluso aunque no se produzcan
averías o accidentes. Además, la contaminación del acuífero El Calerizo se puede
producir también por las escorrentías y lixiviados procedentes de las zonas periféricas.
Buena parte de las zonas de acopio de mineral y residuos mineros se emplazan sobre la
cuenca de aportación vertiente hacia la superficie de afloramiento del acuífero, llegando
a situarse directamente sobre su afloramiento. En estas circunstancias, el riesgo de
contaminación es muy alto, dado que cualquier lixiviado o escorrentía (superficial o
subsuperficial) alcanzaría la zona de recarga del acuífero.

Frente a esta amenaza de contaminación minera de El Calerizo, es necesario activar los
mecanismos de protección del mismo, dado su carácter estratégico para el
abastecimiento humano de Cáceres en situaciones de sequía o escasez. En este sentido
es imprescindible declarar como “Masa de Agua”, a los efectos previstos por la Directiva
Marco del Agua, dicho acuífero (designación que por ahora no ha adoptado la
Confederación Hidrográfica del Tajo), así como establecer los perímetros de protección
de las fuentes de captación actuales o futuras para abastecimiento humano, en
aplicación de la nueva Directiva de Agua Potable. Dichos perímetros de protección han
de ir acompañados de planes de protección que implementen medidas para asegurar que
dicha protección es efectiva, garantizando así las aguas de El Calerizo para futuras
necesidades de abastecimiento humano.

En resumen, los resultados han permitido cumplir con los objetivos específicos indicados
en el apartado anterior correspondiente, relativos al análisis del proceso de revisión de la
Directiva de Agua Potable y las oportunidades y limitaciones de la transposición a la
normativa española de la nueva Directiva de Agua Potable para contribuir a la
conservación y mejora de los ecosistemas hídricos.
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La nueva Directiva de Agua Potable abre importantes posibilidades y obligaciones al
proceso de transposición, que se beneficia del amplio margen de maniobra normativa
por parte de los Estados miembros. Estas posibilidades de mejora se refieren a los
aspectos sanitarios, los sistemas de distribución domiciliaria, el Derecho Humano al
Agua y al Saneamiento y los aspectos relacionados de accesibilidad y asequibilidad y
el marco institucional y de gobernanza.

El Decreto de transposición de la Directiva de Agua Potable a la normativa europea
refleja falta de ambición, al no avanzar en la declaración de los perímetros de
protección. Una de las principales carencias en este ámbito es la insuficiente
coordinación entre las distintas administraciones implicadas y la falta de concreción
de las responsabilidades específicas de cada una de ellas en la definición y gestión de
tales perímetros de protección.

La transposición se muestra igualmente insuficiente o inadecuada en otros aspectos,
como lo relacionado con las situaciones de excepción, menos restrictivas de lo que
establece la Directiva, así como la ausencia en el Decreto de transposición del
obligado régimen de sanciones.

Posiblemente el principal problema para una protección efectiva de las fuentes de
captación es la contaminación difusa, para la cual el marco actual resulta
completamente insuficiente e inadecuada.

El borrador de nuevo “Real Decreto sobre protección de las aguas contra la
contaminación difusa producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias”
supone una oportunidad perdida para una redacción más ambiciosa, que además de
cumplir con la Directiva de Nitratos diera pasos más allá, dado el fracaso del decreto
anterior a la hora de impedir el agravamiento de la contaminación por nitratos. 

El nuevo borrador de decreto mantiene las principales insuficiencias del anterior
decreto: a) referirse, especialmente en cuanto a valores límite, exclusivamente a
estiércoles y enmiendas orgánicas, dejando fuera los fertilizantes químicos; b) no
incluir medida preventiva alguna en zonas en las que todavía no hay un problema
serio de contaminación por nitratos, es decir, no incluir medidas fuera de las Zonas
Vulnerables; c) contener un número escaso de medidas de obligado cumplimiento,
las cuales tienen además un carácter enormemente débil y d) carecer de elementos
de control y sanción. 

Los resultados obtenidos con este proyecto de investigación permiten extraer las
siguientes conclusiones:

·

4. Conclusiones
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·Es necesaria una modificación más profunda y ambientalmente más ambiciosa del
Decreto sobre prevención de la contaminación por nitratos de origen agrario, si se
pretende realmente atajar la creciente contaminación difusa agraria, en aplicación de
la Directiva de Nitratos (y la Directiva Marco del Agua) y de la Directiva Europea
sobre Agua Potable, en aplicación del nuevo enfoque de gestión del riesgo que dicha
Directiva establece.
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